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    Introducción


    El kirchnerismo y la conformación de un régimen de hegemonía escindida


    Alfredo Pucciarelli


    Ana Castellani


    I


    A punto de cumplir dos años de gestión, la abrumadora sucesión de reformas implementadas por el gobierno de la alianza Cambiemos en los diversos ámbitos de la vida social parecen estar, sin duda, dirigidas a lograr dos grandes objetivos estratégicos: desmantelar paciente e implacablemente las principales políticas públicas y modificaciones institucionales generadas por el kirchnerismo durante sus tres presidencias, y erigir, sobre sus ruinas, un nuevo régimen de dominación económico, institucional, político, cultural y regional que recupere ciertos aspectos de índole conservadora y neoliberal que caracterizaron a varios de los proyectos hegemónicos de nuestra historia reciente.


    Sin embargo, en la medida en que se halla en una inestable etapa de desarrollo sin consolidación, el proyecto hegemónico conservador-neoliberal que expresa el nuevo gobierno es todavía sólo eso: un proyecto que debe recorrer un largo camino y librar arduas batallas con sus adversarios para obtener consenso mayoritario permanente y convertirse en la dirección política, moral e intelectual del conjunto de la sociedad. Es, por lo tanto, un proyecto prehegemónico, en la obligación de dirimir primacías actuales y futuras con otros proyectos equivalentes. El ámbito en que estos proyectos se insertan es, por defecto, fragmentario e incompleto, en constante cambio, y escapa a una definición que lo fije; se trata de un régimen de hegemonía escindida en el que al menos dos proyectos prehegemónicos luchan por obtener una supremacía que los convierta en núcleo central de un régimen estable y relativamente perdurable (cercano a la noción gramsciana de “hegemonía orgánica”), tal como ocurrió en nuestro país durante la década del noventa.


    ¿Cuándo y cómo se fue conformando ese régimen de hegemonía escindida? ¿De qué modo se delinearon los proyectos prehegemónicos que lo componen? ¿Qué formas fue adquiriendo la disputa hegemónica tras la crisis del orden neoliberal, a comienzos del nuevo siglo?


    Precisamente, en este libro queremos brindar algunas pistas para encontrar las respuestas a estos interrogantes. Consideramos que la experiencia argentina durante “los años kirchneristas” debe ubicarse, esclarecerse y valorarse en el convulsionado contexto de la crisis del régimen hegemónico neoliberal de 2001 y los infructuosos intentos de salida que se ensayaron durante la presidencia interina de Eduardo Duhalde. Y que su derrotero, a lo largo de los doce años de gobierno, también se explica, en gran medida, en el marco de la disputa por la construcción de hegemonía.


    La función reparadora del kirchnerismo, su capacidad para resolver la crisis de hegemonía durante la primera parte del mandato de Néstor Kirchner, el intento fallido de instalar un régimen hegemónico alternativo en el transcurso de las presidencias de Cristina Fernández de Kirchner, el crecimiento de dos proyectos prehegemónicos alternativos a partir del “conflicto con el campo” en 2008 (proyectos que trataron, sin éxito, de obtener la primacía en el campo ideológico, político e institucional para construir un nuevo bloque histórico) y la conformación de un régimen de hegemonía escindida que perdura hasta la actualidad son los ejes que recorren estas páginas.


    Algunas precisiones conceptuales en torno a la hegemonía


    Para facilitar la lectura y la interpretación del material que se presenta a lo largo del libro, cabe realizar algunas precisiones conceptuales que nos remiten a la cuestión de la “hegemonía” en el pensamiento de Antonio Gramsci. En su versión tradicional, se entiende como la dirección moral e intelectual de un bloque de fuerzas sociales que se proyecta hacia el resto de la sociedad como garantía de legitimidad, unidad y orden de funcionamiento. Esta formulación es precisa pero excesivamente general y, por ende, requiere un arduo trabajo de especificación para adaptarlo a las necesidades de la investigación empírica, sobre todo cuando la indagación trata de capturar las características particulares de los mecanismos de reproducción social y política de los llamados “países dependientes”.


    En las versiones más actuales de la teoría gramsciana, para redefinir la hegemonía se coloca en primer plano un rasgo que ya había sido señalado, aunque con mucho menor énfasis en su versión original: el de “representación” como elemento primordial de la compleja práctica social que intenta producir hegemonía. En efecto, detrás de la definición clásica se halla la noción de aquello que hace a la hegemonía posible: la producción de un consenso general mayoritario sobre una concepción del mundo social determinada.


    Pero toda concepción del mundo social existe en tanto sistema complejo de representaciones y explicaciones que sólo puede ser producida, comunicada, compartida o confrontada por la existencia del lenguaje. Un lenguaje común es, a la vez, garantía de unidad y diversidad del universo social y se reconoce primordialmente por la reiteración de esa experiencia compartida. Por razones ontológicas que no podemos analizar aquí, las construcciones discursivas que ese sistema de representaciones contiene se desarrollan en medio de una contradicción irresoluble y permanente: son por naturaleza producto de una visión parcial, entendida como práctica social fragmentaria e imperfecta, que busca presentarse en la competencia frente a otras visiones de iguales características como verdad universal, es decir, en calidad de representación única de ese universo que la contiene como parte, como fracción, ante otras diversas en su contenido pero igualmente imperfectas. La pretensión de imponer un tipo de universalidad excluyente que alimenta la práctica social de unas concepciones parciales frente a otras constituye el campo principal de la práctica política hegemónica. En tanto incompletas e insuficientes, dejan espacios libres en los cuales se inscriben otros modos de concebir alternativos, pretendidamente universales y totalizantes (pero fallidos en igual medida), condicionados por la yuxtaposición de pulsiones y necesidades subjetivas que obstaculizan y deforman la percepción de la realidad exterior en forma pura.


    El campo en que se despliegan, conviven, se complementan y confrontan las diferentes formas de representación fallida de lo universal, es decir, las diferentes ideologías y concepciones del mundo, es el campo de la lucha hegemónica y, en ese contexto, constituye el campo específico de la lucha política: un campo de confrontación donde se construyen relaciones de fuerza destinadas a establecer cuál de las representaciones parciales adquiere mayor grado de universalidad, o sea, mayor nivel de aceptación social.


    Así concebida, la práctica hegemónica se escinde en dos ámbitos diferentes, aunque profundamente relacionados. De un lado, lo que denominaremos “acción hegemónica”, dirigida a construir lo que Gramsci llamaba “voluntad colectiva”, generadora tanto de un “sujeto colectivo” que le sirve de soporte, como de un “actor colectivo” que lo proyecta hacia el campo de la lucha política. De otro, la “acción colectiva” sólo es posible en el marco de un régimen hegemónico, esto es, un espacio social, político e institucional en que los sujetos colectivos confrontan para constituir algún tipo de supremacía. En ese contexto, la forma de relación que se establece en un momento –o a través del tiempo– entre por lo menos dos voluntades colectivas, es decir, entre dos o más sistemas de representación y sus respectivos proyectos de intervención, define la naturaleza de las relaciones de fuerzas sociales, políticas e institucionales de un régimen hegemónico determinado.


    Cuando el bloque de fuerzas sociales que constituye uno de esos sujetos colectivos se instala en el poder, hace prevalecer su ideología y su proyecto, y domina la mayor parte de las instituciones políticas, se convierte en lo que denominaremos un “bloque histórico” capaz de definir en ese momento preciso la naturaleza de la economía (régimen de acumulación), la dinámica social (régimen social), la gestión institucional (régimen institucional) y el régimen de legitimación ideológico y político (régimen político).


    Para que una transformación de esa envergadura sea posible, el bloque histórico debe ser dirigido por un agresivo bloque hegemónico, con el apoyo –o al menos el consentimiento– de una fracción mayoritaria de la sociedad que, en ese carácter, adopta la naturaleza de un “bloque hegemonizado”. Cuando la relación entre bloque hegemónico y bloque hegemonizado es consistente y subordina a todas las expresiones sociales y políticas que no puede contener en su universo ideológico-político, se configura un tipo especial, denominado “régimen de hegemonía orgánica”.


    En el espacio restante, no ocupado por ninguno de eso dos bloques, se instalan las fuerzas sociales y políticas neutrales y de oposición que pueden permanecer pasivas e impotentes o ir generando en su desarrollo formas de expresión e intervención antihegemónicas con capacidad virtual de alimentar en su desarrollo proyectos alternativos prehegemónicos o contrahegemónicos. Por una multiplicidad de razones que habrá que descubrir en la investigación empírica de cada caso específico, el régimen hegemónico casi nunca es homogéneo, ni se presenta en estado puro. Salvo los modelos de hegemonía orgánica, pocas veces abarca a todas las instancias de la vida social de la misma manera, o regula las diferentes prácticas sociales con igual intensidad, o incluye a todos los grupos dentro del bloque de las clases y grupos hegemonizados. En estos casos, el régimen hegemónico debe concebirse teniendo en cuenta, además, los resultados diversos que arrojan tanto los posicionamientos como las distintas formas de confrontación entre proyectos hegemónicos alternativos.


    Ese carácter necesariamente incompleto de la dominación hegemónica al interior del sujeto colectivo y hacia el resto de los sectores hegemonizados genera, además, en ciertas circunstancias, períodos prolongados de indefinición. En estos períodos se instala un tipo de confrontación que, al no producir su propia resolución, amenaza con disgregar el bloque histórico y aislar cada vez más el bloque hegemónico. Como contraparte de este fenómeno, la propuesta contrahegemónica se activa y se instala la posibilidad de ruptura permanente de la estabilidad y el funcionamiento del orden social. Cuando este múltiple proceso de desagregación del bloque histórico, aislamiento del bloque hegemónico, surgimiento de nuevas fuerzas sociales, construcción de un proyecto contrahegemónico y lucha política para desplazar al bloque hegemónico (y construir uno nuevo, vanguardia del proyecto de constitución de un nuevo bloque histórico) no se cumple, puede haber crisis del orden social prevaleciente (que busca necesariamente su resolución), pero no una crisis orgánica propiamente dicha.


    En esa circunstancia, se ubica la crisis de hegemonía. En efecto, cuando la lucha se prolonga excesivamente reproduciendo un conflicto irresuelto que no puede abrir una nueva instancia de reconstrucción del orden prevaleciente, ni generar nuevas fuerzas con vocación contrahegemónica, nos hallamos frente a una improductiva crisis de hegemonía. Improductiva, porque ni la naturaleza de los proyectos de los actores en conflicto, ni sus estrategias de confrontación y de construcción de poder permiten vislumbrar la resolución de las contradicciones que se hallan en la razón del enfrentamiento. La crisis genera una etapa inestable y transitoria, que se define tanto por la sustancia y las formas de la confrontación como por la naturaleza de los protagonistas que la hacen posible. Cuando algunos de esos componentes está ausente, se encuentra en descomposición, es demasiado incipiente o demasiado débil, o se halla descentrado, la confrontación se desvirtúa y cambia de naturaleza; en lugar de posibilitar la salida y superación de la crisis, produce lo contrario: un incontenible proceso de decadencia que amenaza con generar tanto un proceso de desagregación social como un colapso institucional.


    Precisamente es este tipo de crisis el que se gestó durante la última parte de la trágica gestión gubernamental de la Alianza en nuestro país y adoptó su forma definitiva a partir de la renuncia anticipada del presidente Fernando de la Rúa. El trabajo posterior de la corporación política encabezada por Eduardo Duhalde neutralizó el descalabro político institucional, encauzó el funcionamiento de la economía y apaciguó la protesta social, pero no pudo superar la crisis de hegemonía; razón por la cual debió convocar a nuevas elecciones para reconstruir la legitimidad de las instituciones políticas y abrir nuevo campos y formas de lucha hegemónica.


    En este convulsionado contexto emergió el kirchnerismo, que si bien logró resolver con relativa rapidez la crisis de hegemonía heredada, no pudo consolidar un régimen hegemónico alternativo. Más allá de los diversos intentos de construcción hegemónica, a partir del conflicto con las patronales agropecuarias entre marzo y julio de 2008 se fue conformando un régimen de hegemonía escindida integrado por dos proyectos prehegemónicos en constante disputa, uno de carácter republicano, conservador y neoliberal, y otro de corte nacional, popular y democrático.


    Las etapas de la disputa hegemónica tras la crisis del orden neoliberal


    Las trasformaciones en el campo de la lucha hegemónica tras la crisis de 2001 se pueden subdividir en siete grandes etapas. Presentaremos sucintamente sus características más relevantes, aspectos que se pueden profundizar en los capítulos que integran este volumen.


    Etapa 1. La crisis de hegemonía del orden neoliberal (15 de octubre–fines de diciembre de 2001)


    La promulgación de la denominada “Ley de Déficit Cero” en julio de 2001, así como la política de “ajuste perpetuo” que se puso en marcha a partir de su sanción, transformó la crisis económico-financiera y social del primer semestre del año en una crisis político-institucional y de ingobernabilidad que se manifestó de forma elocuente en una escalada cualitativa y cuantitativa de la protesta social.


    El resultado adverso para el oficialismo de las elecciones legislativas de octubre potenció los conflictos sociales y políticos generados por los intentos de aplicar a rajatabla la Ley de Déficit Cero y transformó la crisis de legitimidad político-gubernamental en una crisis de hegemonía. El decreto de necesidad y urgencia del 1º de diciembre, que impuso límites semanales para el retiro de fondos en las cuentas corrientes y cajas de ahorro (conocido como “corralito”), se convirtió en el principal detonante del conflicto social. Por todo el país se propagaron las luchas antigubernamentales, creando el clima previo a la rebelión de los días 19 y 20 de diciembre.


    En efecto, tras decretar el estado de sitio y desatar una oleada represiva sin antecedentes en democracia, el 20 de diciembre, Fernando de la Rúa renunció a la presidencia, lo que generó un colapso político e institucional que profundizó la crisis de hegemonía. Dicho colapso se trasformó en disolución del poder gubernamental, y, para resolver institucionalmente la acefalía, se designó al senador Ramón Puerta como presidente interino por noventa días con la única misión de convocar a elecciones generales que permitieran completar el mandato del presidente renunciante. La negativa de Puerta a cumplir con esa expresa misión produjo una nueva crisis que se resolvió precariamente con la designación transitoria del senador Adolfo Rodríguez Saá, para que convocara a elecciones presidenciales en el trimestre siguiente.


    Sin embargo, el nuevo presidente trató de aprovechar el evidente estado de confusión debido al vacío de poder y reemplazó el mandato explícito del Congreso por una sucesión de actos, decisiones y gestos gubernamentales que no disimularon su verdadera intención: permanecer en el cargo hasta la finalización del mandato constitucional del ex presidente De la Rúa e intentar reconstruir desde arriba el frustrado proyecto alfonsinista del “tercer movimiento histórico”, una especie de síntesis política e ideológica de los principales aportes brindados por el radicalismo y el peronismo a lo largo de la historia. Un proyecto ambicioso y desmesurado que provocó rápidamente alarma en la dirigencia política y alimentó una especie de rebelión ampliada de los sectores populares. Abandonado por la corporación y aislado por el activismo popular, Rodríguez Saá renunció a la semana de su asunción y terminó provocando un lapso de inestabilidad e ingobernabilidad que puso en jaque al conjunto del sistema político.


    Pese a la disolución de todos los pactos representativos, la corporación interpartidaria generada en la década del noventa activó viejos acuerdos y nuevos reflejos para cubrir el vacío de poder con una audaz salida político-institucional. Por acuerdo explícito de legisladores peronistas, radicales e independientes del interior del país, la Asamblea Legislativa designó como presidente provisional del país al senador Eduardo Duhalde, jefe virtual de la bancada justicialista y referente principal de la “liga de gobernadores peronistas”. El nuevo presidente debía completar el mandato constitucional de De la Rúa y, en ese período, normalizar el funcionamiento de las instituciones, controlar el desorden social creciente y llamar a elecciones presidenciales en 2003.


    Etapa 2. Estabilización y neutralización de la crisis de hegemonía (1º de enero de 2002–fines de mayo de 2003)


    En sus inicios, la estrategia política de Duhalde pareció responder claramente a un objetivo principal: generar desde el poder del Estado una nueva política industrialista y una alianza con la comunidad productiva contando con los mismos políticos, funcionarios y métodos del período anterior, reciclados sólo en parte para adaptar su imagen a las exigencias de la etapa actual. Eso se expresó tanto en la composición del gabinete como con las políticas de compromiso que intentó establecer con los distintos estamentos de la corporación política. En ese contexto, se agudizó la lucha entre las distintas fracciones del gran capital para definir quiénes deberían pagar los mayores costos de la salida de la crisis.


    La denominada “pesificación asimétrica”, promulgada el 3 de febrero de 2002, resolvió el aspecto fundamental de esa cuestión: generó una brutal transferencia de ingresos hacia los sectores concentrados de la economía, concediendo preeminencia a una fracción de la clase dominante productivista-industrialista, pero muy insertada en el sector externo, encabezada por el grupo Techint. Esta “salida” descartó el proyecto industrialista original que sostenían algunas de las principales corporaciones empresarias y sindicales. La pesificación asimétrica descargó la mayor parte de los costos de la crisis en los sectores populares y modificó nuevamente el escenario de confrontación social. Ante el crecimiento de la resistencia popular a las nuevas medidas, el gobierno trató de recuperar iniciativa ampliando los alcances de la política social, pero su efecto fue muy limitado. A pesar de la incipiente recuperación económica y la implementación de las nuevas políticas asistenciales, el gobierno no logró romper su aislamiento respecto de los sectores populares.


    Sin apoyo del Fondo Monetario Internacional (FMI), acosado por el incremento de la protesta social, atacado por el menemismo y repudiado por el asesinato de dos militantes sociales, Duhalde decidió de forma unilateral cambiar el cronograma de elecciones. Tras el fracaso de varias alquimias electorales y la decisión de Carlos Menem de no presentarse al balotaje, el 25 de mayo de 2003 asumió Néstor Kirchner como nuevo presidente constitucional (véanse Raus y Zícari, en este volumen).


    Etapa 3. Resolución de la crisis de hegemonía durante la primera etapa del gobierno de Néstor Kirchner (25 de mayo de 2003–27 de octubre de 2005)


    Antes de la asunción de Kirchner, el subdirector del diario La Nación Jorge Escribano planteó públicamente en sus editoriales una serie de condiciones que debería cumplir el presidente electo si pretendía completar su mandato. En conjunto, estas propuestas expresaban los deseos del poder económico más concentrado para condicionar el rumbo de la acción gubernamental. La respuesta del santacruceño en un programa televisivo y en su discurso de asunción ante el Congreso nacional se desplegó en tres movimientos que permitieron recomponer la autoridad presidencial y avanzar en la resolución de la crisis de hegemonía.


    El primero se desarrolló desde el inicio de la gestión gubernamental. En el primer año, Kirchner avanzó decididamente en la reconstrucción del poder, la autonomía y la capacidad de intervención del Estado mediante una serie de actos y gestos muy elocuentes:


    


    
      	planteó una política exterior independiente y más alineada con sus socios regionales estratégicos y encaró un agresivo proceso de renegociación con el FMI en el que se propuso una fuerte reestructuración de la deuda en default (véase Kern y Nemiña, en este volumen);


      	puso en marcha una política de contención del conflicto social encabezado por las organizaciones piqueteras y estableció una serie de medidas que propiciaron la redistribución progresiva de los ingresos (véanse Perelmiter, y Porta y otros, en este volumen);


      	removió la cúpula de las Fuerzas Armadas, propició medidas para cambiar la composición de la Corte Suprema y encaró un giro significativo en materia de derechos humanos (véase Loreti y Lozano, en este volumen).

    


    El segundo movimiento consistió en reforzar el proceso de recuperación económica iniciado en el período de Duhalde mediante una estrategia de corte neokeynesiano, que buscaba una rápida recuperación del mercado interno, de la ocupación y de los ingresos de los sectores populares. Esto implicaba, además, un nuevo rol regulador del Estado y la restitución de una política de sustitución de importaciones que rápidamente alcanzó sus límites en la clásica restricción externa (véanse Porta y otros, y Schorr y Wainer, en este volumen).


    Por último, el tercer movimiento implicó la construcción de una organización autónoma con poder político propio en un marco de recuperación del discurso, la práctica política y el compromiso popular de la gestión gubernamental. La conformación del Frente para la Victoria (FpV) y la organización “transversal” de una nueva fuerza política que llevó a Cristina Fernández de Kirchner como candidata a senadora en la provincia de Buenos Aires, enfrentando al duhaldismo en su propio territorio, se constituyó en una jugada electoral de resonante éxito en las elecciones de medio término, que se replicó en el resto del país y permitió encarar la construcción de un régimen hegemónico alternativo.


    Etapa 4. El intento frustrado de construir un régimen hegemónico alternativo (27 de octubre de 2005–11 de marzo de 2008)


    El apoyo popular obtenido en las elecciones de medio término le permitió al gobierno la construcción autónoma de un nuevo tipo de poder político y estatal. Nació ahí el denominado “proyecto democrático de desarrollo con inclusión” y la proyección externa en sintonía con un proceso de reconfiguración regional más autónomo. El FpV pasó de proponer la noción de “construcción transversal” a la de “concertación plural”, en función de la cual el Partido Justicialista (PJ) desempeñaría un nuevo rol. La victoria en las presidenciales de 2007 consolidó la primacía relativa del kirchnerismo y de su proyecto prehegemónico. Sin embargo, ciertas fracciones del poder económico comenzaron a plantear con mayor énfasis sus resquemores con respecto al rumbo de la política económica, en especial, la de ingresos, que propiciaba el crecimiento real de los salarios. La puja distributiva empezó a expresarse en la evolución de los índices de inflación y las alertas se extendieron hacia el arco de economistas, quienes cada vez más alzaron la voz públicamente (véase Heredia y Gaillardou, en este volumen).


    Etapa 5. La gestación del régimen de hegemonía escindida (11 de marzo de 2008–28 de junio de 2009)


    La evolución de la confrontación entre el gobierno nacional y las patronales agropecuarias “por la Resolución 125”, normativa que fijaba un nuevo esquema para las retenciones a las exportaciones de granos, marcó el surgimiento definitivo de un proyecto prehegemónico de carácter republicano, conservador y neoliberal que permitió abroquelar a la oposición kirchnerista, hasta ese entonces dispersa y descoordinada. Con el triunfo parlamentario de la corporación agromediática, expresada en el voto “no positivo” del vicepresidente Julio Cobos durante la madrugada del 17 de julio de 2008, la oposición pudo encarar con mayor efectividad la disputa hegemónica contra el proyecto de carácter nacional, popular y democrático que impulsaba el gobierno nacional (véase Pucciarelli, en este volumen). A partir de la derogación de la norma que había disparado el conflicto, se fue consolidando un frente opositor con miras a las elecciones legislativas de 2009, en las que el kirchnerismo cayó derrotado en la provincia de Buenos Aires. Sin embargo, este triunfo electoral redefinió el escenario de la confrontación en una dirección imprevista para muchos ya que resultó favorable al oficialismo, al menos en el corto plazo.


    Etapa 6. Redefinición del nuevo régimen de hegemonía escindida (28 de junio de 2009–23 de octubre de 2011)


    El período que se extiende entre la derrota del kirchnerismo en el principal bastión territorial del país en las legislativas de 2009, y el rotundo triunfo en primera vuelta de Cristina Fernández de Kirchner en las elecciones presidenciales de 2011 se caracterizó por la “contraofensiva kirchnerista” que intentó redefinir, con éxito relativo, los términos de la disputa a favor de su proyecto prehegemónico.


    Este proceso se desplegó en tres momentos. El primero abarca el segundo semestre de 2009, cuando el gobierno recuperó la iniciativa política tras la derrota electoral de junio e implementó una serie de medidas que constituyeron marcas distintivas de su gestión: la Ley de Medios, la Ley de Matrimonio Igualitario, la Asignación Universal por Hijo, entre otras. El segundo momento comprende los primeros diez meses de 2010, lapso en el que el oficialismo desplegó nuevas formas de lucha por la hegemonía en diversos frentes y logró construir un nuevo esquema de correlación de fuerzas políticas y legislativas mucho más favorable que el vigente en el año anterior. Manifestaciones públicas muy masivas durante los festejos por el Bicentenario, en el mes de mayo, y durante los funerales de Néstor Kirchner que se sucedieron los días posteriores a su muerte, el 24 de octubre de 2010, dan cuenta de este fenómeno. El tercero se extiende desde la muerte del ex presidente hasta la reelección de su viuda. Durante ese último año del primer mandato de Cristina Fernández de Kirchner, se reconstruyó el consenso original y los apoyos sociales y políticos necesarios que se reflejaron en los resultados de la elección presidencial, con un FpV cuya fórmula obtuvo el 54% de los sufragios en primera vuelta. Esta victoria permitió cambiar la correlación de fuerzas preexistentes entre los dos grandes proyectos prehegemónicos en disputa en favor del gobierno. La “resurrección” de kirchnerismo se dio en paralelo a una marcada declinación política y electoral de todas las variantes de la oposición, que encontró serias dificultades para articular una estrategia común durante todo ese año (véase Gené, en este volumen).


    Etapa 7. Consolidación del régimen de hegemonía escindida (23 de octubre de 2011–22 de noviembre de 2015)


    A poco de iniciado el segundo mandato de Cristina Fernández de Kirchner, reapareció con fuerza la “restricción externa”, síntoma propio del viejo trilema de la estrategia de industrialización sustitutiva: cómo conciliar crecimiento económico, redistribución del ingreso y baja inflación. El control de cambios, instrumentado hacia fines de 2012, coincidió con otras medidas que profundizaron el control del Estado sobre algunas actividades económicas estratégicas, como la reforma de la Carta Orgánica del Banco Central y la recuperación del 51% del paquete accionario de la petrolera Yacimientos Petrolíferos Fiscales (YPF), medidas que encendieron las luces de alarma entre los miembros más encumbrados de la élite económica, agrupados en la Asociación Empresaria Argentina (AEA). Esta corporación empresaria comenzó a desplegar, a partir de entonces, acciones cada vez más coordinadas para contrapesar la profundización del “modelo kirchnerista” y frenar la injerencia del Estado en la economía (véase Castellani y Gaggero, en este volumen).


    Al mismo tiempo, la prolongación de la estrategia de subsidios a las empresas de servicios públicos consolidó importantes nichos de corrupción y colusión público-privada, que estallaron ante la opinión pública con la tragedia ferroviaria en la estación Once de Septiembre del Ferrocarril Sarmiento, el 22 de febrero de 2012. Las denuncias por corrupción y mal desempeño afectaron a los principales funcionarios del área de Transporte, por entonces en manos del poderoso Ministerio de Planificación Federal, y sirvieron de caja de resonancia para los opositores que bregaban por mayor transparencia en la gestión.


    Durante todo 2012 los primeros meses de 2013 se fue quebrando y debilitando la coalición político-electoral que le había llevado al rutilante triunfo presidencial de 2011: surgió el Frente Renovador como escisión del movimiento justicialista, y Hugo Moyano pasó a liderar una corriente dentro del movimiento obrero que se enfrentó al gobierno por la aplicación del impuesto a las ganancias en su cuarta categoría.


    El control de cambios y la negación del incremento inflacionario enajenaron el apoyo de un vasto sector de la clase media y vigorizaron los trabajos del frente opositor: la manifestación del 8 de noviembre de 2012, movimiento social semiespontáneo que reclamó masivamente la recreación política del proyecto prehegemónico de corte neoliberal, fue una primera muestra contundente de ese proceso. El gobierno respondió con un multitudinario acto en Plaza de Mayo, que ratificó el intento oficialista de acumular poder político por fuera de las estructuras políticas tradicionales, con el impulso a las organizaciones juveniles y a la creación, unos meses antes, del Movimiento Unidos y Organizados (véase Rocca Rivarola, en este volumen). En ese contexto, se intentó modificar por ley aspectos centrales del sistema judicial, iniciativa que fracasó y enfrentó a la corporación judicial con el gobierno, lo que vino a sumarse al conflicto con la corporación mediática y con las grandes empresas por el rumbo de la política económica.


    La campaña, el resultado de las PASO y el nuevo escenario político generado por las elecciones legislativas de agosto de 2013, con la victoria del Frente Renovador en la provincia de Buenos Aires, pusieron de manifiesto que la nueva estrategia de acumulación política del kirchnerismo no llegaba a compensar las pérdidas de apoyo político y gremial que venía sufriendo desde el inicio de su tercer gobierno. Los partidos de oposición repitieron el éxito obtenido en 2009 y se consolidaron como representación política del conglomerado de fuerzas que propiciaban el retorno a un orden republicano, neoliberal y conservador. Por los resultados obtenidos en territorio bonaerense, el Frente Renovador se insinuaba como alternativa intermedia a ese proceso de polarización.


    Ante el evidente proceso de disolución del consenso electoral obtenido en 2011 y la recomposición del proyecto alternativo, el kirchnerismo intentó recuperar, con resultados dispares, la primacía en el campo de la disputa hegemónica en sus últimos dos años. Sin embargo, los errores cometidos en la estrategia de campaña condujeron a una sorpresiva derrota electoral en la provincia de Buenos Aires y al triunfo de Cambiemos en el balotaje del 22 de noviembre de 2015. Con esta victoria, se reconfiguró el régimen de hegemonía escindida, que persiste hasta nuestros días.


    II


    Los capítulos que conforman esta obra son el resultado del trabajo colectivo realizado por investigadores y becarios del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet) y de la Universidad de Buenos Aires (UBA), en el marco de dos proyectos de investigación dedicados a estudiar la crisis del modelo neoliberal y la rearticulación de las élites en la Argentina a partir de 2001.[1] Cada investigación aborda temáticas relevantes para entender la complejidad del período kirchnerista, etapa que, como dijimos, estuvo signada por el intento fallido de construir un régimen hegemónico.


    Los dos capítulos iniciales se centran en el análisis del gobierno provisional de Eduardo Duhalde. Ese agitado año y medio durante el cual se intentó superar la crisis hegemónica derivada del estallido del orden neoliberal es clave para comprender las condiciones en que el kirchnerismo logró llegar al gobierno.


    En el capítulo 1, Julián Zícari analiza la política económica tras la salida abrupta de la convertibilidad, en tres momentos: en el primero de ellos, el más conflictivo y difícil, que va de enero a abril de 2002, se fijaron las principales decisiones económicas y se desplegaron las presiones corporativas más fuertes, se rompió el “grupo productivo” y el FMI presentó su mayor grado de intransigencia. En el segundo momento, que comprende el primer semestre de la gestión económica de Roberto Lavagna, se lograron estabilizar las principales variables macroeconómicas y se dejó atrás la peor parte de la crisis. En el tercer período, desde fines de 2002 hasta mayo de 2003, momento en el cual la economía creció rápidamente, quedaron atrás los fantasmas de una hiperinflación, crecieron las reservas del BCRA, se desmontó con relativo éxito el “corralito” y se “normalizó” el funcionamiento de la economía, sentando las bases sobre las cuales el kirchnerismo desplegaría luego su política económica.


    En el capítulo 2, Diego Raus vincula las decisiones, negociaciones y políticas que se desarrollaron en el período 2002-2003 con la dinámica político-partidaria que se fue desatando en el interior del PJ. El autor describe con precisión el sinuoso camino hacia las presidenciales de mayo: sus tiempos, las candidaturas que se barajaban, los “padrinazgos”, las presiones y, como marco general, la visión y las expectativas del propio Duhalde para generar su sucesión, proceso que culminó con un Néstor Kirchner como candidato para las elecciones de 2003.


    El análisis de los intentos de construir las bases económicas de un nuevo proyecto hegemónico se aborda en los cuatro capítulos que siguen. En el capítulo 3, Fernando Porta, Juan Santarcángelo y Daniel Schteingart presentan un panorama general de la “economía K”, en donde se identifican los principales problemas estructurales, se evalúan las políticas económicas más relevantes del período y se establecen las diversas etapas que atravesó el modelo económico, señalando sus límites y potencialidades.


    Por su parte, en el capítulo 4, Martín Schorr y Andrés Wainer se ocupan de los determinantes más significativos de la principal (y recurrente) limitación de la economía argentina: la restricción externa. La hipótesis que sostienen los autores es que esta limitación resurgió porque el fuerte crecimiento económico de los primeros años del período kirchnerista no trajo aparejado un cambio estructural en el perfil de especialización productiva y en el carácter “divisa-dependiente” de la industria local, ni tampoco en la fisonomía y el desempeño de los actores económicos predominantes. Esa ausencia de transformación estructural, sumada al fluctuante contexto internacional tras la crisis de 2008, generó las condiciones propicias para que reapareciera con mayor intensidad la restricción externa.


    El desempeño y accionar de los actores económicos es el tema que desarrollan Ana Castellani y Alejandro Gaggero en el capítulo 5. Allí se presentan las principales continuidades y rupturas en la fisonomía de la cúpula empresaria argentina, la persistencia de ámbitos privilegiados de acumulación como mecanismo de articulación entre el Estado y las grandes firmas que operan en el país y las variadas formas de acción colectiva que desplegó la élite económica para posicionarse exitosamente en la confrontación hegemónica durante la segunda presidencia de Cristina Fernández de Kirchner.


    A modo de frontera entre el análisis económico y el político, en el capítulo 6 Mariana Heredia y Fernán Gaillardou reconstruyen la compleja relación entre los economistas profesionales y el gobierno nacional durante el kirchnerismo. A partir de distintas fuentes documentales, los autores identifican a aquellos economistas que participaron en los debates públicos y recomponen los argumentos que estos esgrimieron para apoyar, criticar y condenar la acción gubernamental.


    Los cuatro capítulos que siguen abordan los aspectos político-institucionales más relevantes que desplegó el kirchnerismo en su intento de construir un nuevo proyecto hegemónico. En particular, se detienen en el análisis de algunas de las principales políticas públicas implementadas durante esos años (exterior, social y de derechos humanos), así como en los actores que constituyeron la base fundamental de la militancia kirchnerista.


    Alejandra Kern y Pablo Nemiña analizan las transformaciones en la política exterior entre 2003 y 2015 en el marco de un nuevo contexto mundial y regional, y cómo esas transformaciones incidieron en la relación entre la Argentina y el FMI, sobre todo durante la presidencia de Néstor Kirchner. En efecto, los autores muestran en qué medida la reorientación de la política exterior permitió generar nuevas alianzas y suscitar apoyos para sostener una posición más confrontativa por parte del gobierno argentino en las negociaciones con el organismo internacional.


    En el capítulo 8, Luisina Perelmiter analiza la política social que se desplegó desde el Ministerio de Desarrollo Social durante los tres gobiernos kirchneristas. En particular, reconstruye lo que la autora denomina “la micropolítica del modo de hacer gestión social”. Con este abordaje novedoso, Perelmiter muestra cómo el gobierno nacional le disputó cercanía a otras instancias de distribución de la asistencia a través de la personalización de los vínculos asistenciales y de la territorialización de las estructuras estatales. Y además, cómo esta política encarnó un cuestionamiento a cierta forma “consagrada” del trabajo estatal, aquella que supone y reproduce la “distancia” respecto de la sociedad. En este sentido, la autora afirma que el kirchnerismo expresó un modo particular de ocupar el Estado y de hacer política que lo diferencia de otras experiencias históricas.


    El objeto de estudio del capítulo 9 es la política de derechos humanos durante los años kirchneristas. Damián Loreti y Luis Lozano presentan los principales avances en materia de Memoria, Verdad y Justicia desplegados entre 2003 y 2015, mediante una férrea decisión gubernamental que atravesó la agenda de las políticas públicas de los tres poderes estatales, y que funcionó como un rasgo constitutivo de la identidad política del oficialismo, resignificando, en gran medida, las relaciones entre Estado y sociedad en nuestro país. En efecto, según los autores, este proceso dio lugar a un nuevo basamento político e institucional para la democracia argentina, al tiempo que funcionó como columna vertebral para la construcción de poder político del kirchnerismo.


    Como cierre de la tercera parte sobre cuestiones político-institucionales, el capítulo de Dolores Rocca Rivarola analiza la militancia kirchnerista entre 2003 y 2015, estableciendo una periodización a través de tres momentos, definidos principalmente a partir de lo ocurrido con la relación entre esa militancia y el peronismo (la identidad peronista así como las redes del PJ). La autora examina, además, el carácter que fue asumiendo la militancia kirchnerista a medida que se iba profundizando su inserción institucional en el Estado por considerarla una variable determinante a la hora de intentar comprender las concepciones, sentidos y prácticas de estos nuevos actores políticos.


    Los dos últimos capítulos se centran en la disputa por la hegemonía en el álgido proceso de conformación de un nuevo régimen de hegemonía escindida durante la primera presidencia de Cristina Fernández de Kirchner. En el capítulo 11, Alfredo Pucciarelli presenta un estudio pormenorizado del denominado “conflicto con el campo”. El relato minucioso de los hechos que llevaron a la conformación de dos proyectos prehegemónicos durante marzo-julio de 2008 permite dar cuenta del carácter bisagra que tuvo el enfrentamiento entre el gobierno y la corporación agromediática en la disputa hegemónica, y brinda además las claves para entender el rumbo seguido por ambos proyectos en los años posteriores.


    El libro cierra con el capítulo de Mariana Gené, en el que se reconstruye la trama política de la primera presidencia de Cristina Fernández de Kirchner y las formas en las que se generó (y se perdió) hegemonía. La autora presenta las principales decisiones políticas y las alianzas diversas que las sostuvieron. Con especial agudeza propone una lectura histórica y sistemática a la vez del proceso que fue de la debilidad inicial a la fortaleza del final del primer mandato de la presidenta, identificando etapas y grupos que predominaron en cada caso, así como las razones que dieron protagonismo a esos actores y las que los eyectaron en momentos cruciales. A partir de ese momento, las controversias en torno al kirchnerismo se volvieron más fuertes, con evaluaciones cada vez más dispares sobre el sentido general del período.


    Precisamente, como muchas de las controversias generadas en esos años se siguen manteniendo y redefiniendo en el presente, sabemos que es imprescindible continuar investigando en futuros trabajos los procesos que analizamos en Los años del kirchnerismo.


    


    Agosto de 2017


    


    
      
        [1] Se trata de los proyectos financiados PIP 415 Conicet “Reconfiguración de las élites argentinas. Perfil sociológico y dinámicas de interacción de las élites políticas, económicas y tecnocráticas entre 2002 y 2010”, dirigido por Ana Castellani y radicado en el Instituto de Altos Estudios Sociales de la Universidad de San Martín, y UBACyT W 366 “Interacción de las élites políticas, empresarias y tecnocráticas durante la crisis de la Convertibilidad. Argentina 2000-2002”, dirigido por Alfredo Pucciarelli y radicado en el Instituto Gino Germani de la Universidad de Buenos Aires.

      

    

  


  
    Parte I


    La neutralización de la crisis de hegemonía

  


  
    1. Del colapso de la convertibilidad a las bases económicas de la recuperación


    La economía política de la presidencia de Eduardo Duhalde


    Julián Zícari


    Muerte y resurrección de la economía argentina


    El colapso de la convertibilidad representó un punto de inflexión en la historia económica argentina. De alguna manera, con el final de la convertibilidad se inscribe el declive del período signado por la hegemonía del pensamiento neoliberal que irrumpió con la última dictadura militar en 1976 y que se cerró con la crisis de 2001, período que se caracterizó por el endeudamiento sistemático del Estado, la desatención del mercado interno y la desindustrialización del país. En este sentido, las políticas económicas que se implementarían luego de 2001, con mayor o menor acierto, intentarían revertir varias de aquellas marcas: el Estado volvió a ocupar un rol central en la economía, se aplicaron medidas de tinte mercadointernista y el desendeudamiento se convirtió en un eje central, en especial para los gobiernos kirchneristas. Sin embargo, estos elementos y la contraposición entre los distintos tipos de políticas económicas, pre y post 2001, de ninguna manera pueden dejar de lado la transición encarada por Eduardo Duhalde a partir de 2002, la cual no sólo permitió superar lo peor de aquella crisis y operar una progresiva pero palpable recuperación económica, sino también sentar las bases de un nuevo modelo económico. Las nuevas pautas económicas que, de a poco, construyó el duhaldismo no sólo lograrían una inesperada efectividad para enderezar la situación y provocar un destacado ciclo económico de expansión, sino que además serían heredadas en gran medida por Néstor Kirchner cuando asumiera la presidencia del país, a mediados de 2003, y representarían un componente fundamental de su dispositivo de acumulación de poder político. Por lo cual, sin dudas, el interregno de Duhalde no puede ser subestimado ni dejado de lado para analizar los años del kirchnerismo y del paradigma posneoliberal, sino que debe comprenderse como su prehistoria directa y como uno de sus antecedentes más importantes, quizás del mismo modo en que lo fue el gobierno militar de 1943-1946 en los orígenes del primer peronismo. La interpretación de los acontecimientos que caracterizan ese conflicto se apoya en la minuciosa cronología elaborada por Comelli y otros (2010).


    A continuación, para abordar la política económica durante la presidencia de Duhalde, este capítulo dividirá su análisis en las tres etapas más importantes de su gobierno. En la primera, se abordará el inicio de la gestión, con Jorge Remes Lenicov a cargo del Ministerio de Economía; en este tramo se abandonó la convertibilidad y se tomaron las medidas económicas más significativas. En la segunda etapa, se expondrá la llegada de Roberto Lavagna a esta cartera y la estabilización económica que logró durante la segunda mitad de 2002. La tercera etapa abarcará el primer semestre de 2003, momento en el cual se consolidaron los esquemas económicos previos y se realizó la transición política presidencial.


    La salida de la convertibilidad y la gestión de Remes Lenicov (enero–abril de 2002)


    Cuando Eduardo Duhalde asumió el gobierno a comienzos de 2002, la situación que debía enfrentar no era nada fácil. La economía estaba en caída libre desde hacía un año y se encontraba en recesión desde 1998. El desempleo, la pobreza y el hambre habían alcanzado niveles sumamente críticos y amenazaban con seguir aumentando a una velocidad inusitada, aún mayor en el futuro y rebasar cualquier capacidad de tolerancia popular. La deuda estatal era gigantesca y el déficit fiscal, un agujero imposible de cerrar, mientras que los precios externos, el financiamiento y la competitividad estaban en su peor nivel en décadas, sin contar tampoco el Banco Central con un nivel de reservas suficientemente alto para una situación como aquella. Por su parte, miles de empresas estaban al borde de la quiebra, lo que obligaba a pensar que la situación económica, laboral, fiscal y comercial agudizaría su desplome. Además, el sistema financiero se hallaba al límite de dar respuesta a los retiros bancarios, a pesar de que se había implementado en diciembre una restricción que limitaba las extracciones –conocida como “corralito”– que, en su afán de evitar una caída generalizada de los bancos, dejó a la economía sin efectivo, paralizó al sector informal, interrumpió toda la cadena de pagos y prácticamente destruyó la confianza y el crédito hasta un punto que parecía no tener retorno. Por lo que, con un sistema financiero colapsado, miles de sueldos quedaron retenidos y sin poder utilizarse; esto aumentaba el reclamo de los gremios a la par que una enormidad de ahorristas protestaban por la devolución de sus depósitos atrapados en los bancos. Asimismo, a la furia de ahorristas y gremios también es necesario agregarle que los diversos grupos de trabajadores desocupados ganaron la calle a fuerza de piquetes y movilizaciones en busca de un paliativo para su angustiante situación, mientras que en decenas de ciudades del país miles de personas comenzaban a organizarse en asambleas populares para cuestionar el sistema político, las instituciones y los esquemas de representación, volviendo a “los políticos” el blanco principal de su odio. Como se observa, ya antes de que Duhalde asumiera, el escenario económico, político y social era un verdadero infierno, muy difícil de encarar y al que era imposible dar respuestas rápidas, sencillas o complacientes. Existían una gran cantidad de intereses en disputa, actores movilizados con capacidad de veto y una situación que –parecía– se volvería peor en el corto plazo, puesto que la dinámica de la crisis no dejaba posibilidad de distribuir beneficios, sino mayormente pérdidas. Con ello, se hablaba de caos, guerra civil, disolución nacional y de la entrada al infierno.


    El objetivo principal del gobierno de Duhalde y del nuevo equipo económico, encabezado Jorge Remes Lenicov, era realizar lo que denominaban un “cambio de modelo económico”, en función del cual las finanzas, el endeudamiento estatal y las empresas privatizadas no fueran los principales ejes de acumulación –como había ocurrido durante los años en que rigió la convertibilidad–, sino los sectores llamados “productivos”, como la industria, el agro y la construcción.[2] Para ello, el dispositivo central del nuevo programa consistiría en devaluar la moneda –la cual se había apreciado mucho tras casi once años de convertibilidad– para recuperar competitividad externa y mayor dinamismo para el mercado interno. Así, por el cambio de precios relativos que implicaría la devaluación, según se calculaba, la economía se podría reactivar y el resto de las variables se acomodarían detrás de un ciclo de expansión. De ahí entonces que la medida económica más importante de todas se centró en terminar con la convertibilidad y poner fin a la paridad fija del “uno a uno”.


    Con este norte, la salida de la convertibilidad se realizó apenas asumió Duhalde, estableciendo un desdoblamiento cambiario: se implantó un mercado oficial –con un dólar que cotizaría a 1,4 pesos– y otro libre. En igual dirección, se tomaron una serie de medidas para reconfigurar la situación económica y poner en marcha el nuevo “modelo productivo”. Una de las más trascendentes fue pesificar el grueso de las tarifas de las empresas de servicios públicos privatizadas, con el fin de terminar con el proceso de dolarización que había tenido lugar durante los años noventa, para que las tarifas no incidieran en la competitividad externa, ni se trasladara su aumento a los precios. Se propuso renegociar –e incluso anular– los contratos en un plazo de ciento veinte días, con el argumento tácito de que, durante la década previa, las empresas privatizadas habían sido grandes ganadoras y habían contado con condiciones privilegiadas, por lo que ahora tendrían que estar dispuestas a asumir una situación menos ventajosa y, llegado el caso, también a sufrir pérdidas (Azpiazu y Schorr, 2003). Otra cuestión de peso fue la decisión de mantener, para los acreedores privados del Estado, el default declarado por Adolfo Rodríguez Saá pocos días antes de que Duhalde asumiera, lo que permitió liberar al Estado de su ítem presupuestario más importante, aunque se continuaría con los pagos a los organismos internacionales de crédito, con el fin de no empeorar las relaciones con los países centrales y de aspirar así a obtener su ayuda a través de nuevos créditos. En cuanto al desempleo, el gobierno intentó impedir que aumentara todavía más y prohibió los despidos injustificados por noventa días al tiempo que duplicó los costos indemnizatorios. Además, anunció el lanzamiento de un amplio programa de contención social, el cual destinaría ayuda a personas jefas y jefes de hogar desocupados con hijos a su cargo. Este programa sería financiado con la introducción de retenciones a la exportación de productos que, con la devaluación, obtendrían una rentabilidad excepcional: en enero se gravó el petróleo crudo (20% de alícuota) y sus derivados (5%), y en marzo se agregaron retenciones a las principales exportaciones agrícolas (el 10% a carnes, cereales –soja, maíz y trigo– y aceites) y a algunos bienes manufacturados de origen agroindustrial (5%). Con estos impuestos no sólo se esperaba capturar parte de la renta extraordinaria provocada por el cambio de precios y redistribuirla, sino también evitar presiones inflacionarias sobre los productos de la canasta básica alimentaria.


    Sin embargo, y con todo, uno de los temas más delicados y difíciles de abordar era qué hacer con el corralito. En este caso, la situación bancaria era deplorable y estaba al borde de la catástrofe. Varias entidades estaban cerca de la quiebra y la caída de cualquiera de ellas aumentaría la paranoia y la desconfianza, lo que generaría un efecto dominó imparable que llevaría la situación hasta un punto de no retorno. Aunque fuera impopular, el corralito se había vuelto imprescindible para evitar el naufragio total del sistema bancario. Aquí las opciones no eran muchas, puesto que el camino alternativo era liberarlo de manera inmediata bajo dos formas: o bien permitiendo que los bancos cayeran, o bien realizando una emisión monetaria a gran escala para que tuvieran el efectivo suficiente para afrontar los retiros masivos, pero esta última posibilidad desembocaría de manera indefectible en una hiperinflación. Es decir, los remedios eran peores que la enfermedad.


    Asimismo, existía otra encrucijada fundamental: por un lado, era imperioso pesificar las deudas bancarias para no arruinar por completo la cadena de pagos y, al menos, hacer viable que los deudores pudieran enfrentar a sus compromisos, aunque por otro lado era también esencial garantizar el valor y la moneda originales de los depósitos bancarios. De allí que a los deudores se buscara aliviarles su situación, y a los ahorristas, asegurarles que no tuvieran pérdidas. Para resolver esta disparidad, se ideó un programa de “pesificación asimétrica”: las deudas contraídas hasta 100.000 dólares se pesificarían totalmente, mientras que las mayores a ese monto lo harían al tipo de cambio oficial de 1,40 pesos por dólar; por su parte, del lado de los depósitos, según el anuncio primigenio, estos se devolverían de forma íntegra en su moneda original. Sin embargo, en muy poco tiempo todo el esquema fue modificado. Tras la presión de grandes empresarios, la pesificación se volvió universal y alcanzó entonces a los grandes deudores. Además, se estableció que, si bien todas las deudas serían devueltas en pesos, estas se ajustarían por un nuevo índice de precios provisto por el Banco Central, el coeficiente de estabilización de referencia (CER). Los depósitos también sufrieron cambios abruptos en sus condiciones de devolución. Primero, el 10 de enero se anunció que todos los depósitos en dólares serían reprogramados y que su reintegro en moneda original quedaría sujeto a un cronograma, el cual comenzaría en enero de 2003 con los depósitos de hasta 5000 dólares. Esta acción fue conocida como el pasaje del corralito al “corralón”, puesto que ahora parte de los depósitos en moneda extranjera ya no estarían más libres de movilidad (ni siquiera para transacciones bancarias, como había sido hasta el corralito). De igual modo, poco más de una semana después, Duhalde dijo que sería imposible cumplir con su promesa inicial de devolver los ahorros en su moneda de origen (Clarín, 20/1/2002), por lo que todos los depositantes atrapados por el corralón tendrían que elegir: o bien pesificar sus fondos a una tasa de 1,4, junto con un ajuste por CER y una tasa de interés, o bien mantenerlos en su moneda original, pero bajo un cronograma más extenso de devolución que se realizaría con un bono denominado en dólares a cargo del Estado nacional.


    Con todo, y a pesar de su central importancia, el corralito era tan sólo un dolor de cabeza más dentro de una larga serie. Porque en este y en el resto de los temas, el gobierno sólo podía ofrecer a la sociedad la poco atractiva promesa de “empeorar para mejorar”. Es decir, aún reconociendo que la situación económica y social era muy aguda, entendía que aplicar un programa económico que la dejara atrás sólo traería en el corto plazo un deterioro mucho peor de aquella, aunque sin poder asegurar a nadie cuándo habrían de llegar los beneficios o si es que los habría: no se podía dar una respuesta rápida, creíble y certera en cuanto a terminar con la desocupación, generar crecimiento económico, desmontar el corralito y garantizar una paz social que bajara el alto nivel de conflictos hallados –además de satisfacer las demandas urgentes en términos distributivos, alimentarios y de renovación institucional que reclamaba el grueso de la sociedad–, ya que para todo eso se necesitaba tiempo, confianza y apoyo político.


    En este sentido, todas las acciones que se podían implementar llevaban en sí el choque con otras medidas, y cada una entraba en contradicción con el programa económico en su conjunto. Por ejemplo, se había logrado aprobar un presupuesto estatal que no tuviera déficit y que era muy modesto en términos de gasto, con el fin de no alentar la inflación; sin embargo, esto bloqueaba la recuperación y era más bien una medida contractiva que la desalentaba. El corralito asesinaba a la economía, pero, de no mantenerlo, todo explotaría. Asimismo, el programa necesitaba que el dólar subiera rápido para mejorar la competitividad y establecer un nuevo sistema de precios, pero de hacerlo muy rápido también alentaría la inflación, las especulaciones y generaría incertidumbre sobre el futuro económico. Por otro lado, se había decidido bajar los aranceles externos para no generar presiones inflacionarias, pero con ello se desprotegía al mercado interno, que era justamente al que se quería fortalecer; mientras que, para colmo se daba libertad para la formación de precios con el fin de cambiar el sistema de rentabilidades sectoriales, pero esto llevaba a un mayor nivel de incertidumbre y temor, generando pánico en los mercados y sobrerreacciones sin justificación alguna, lo que distorsionaba las rentabilidades relativas que era el objetivo buscado.


    Para la visión inicial del equipo económico de Remes Lenicov, en una situación tan grave como la que se encontraba la Argentina, un compromiso con el Fondo Monetario Internacional (FMI) debía ser algo rápido, fácil y, sobre todo, generoso. Es decir, se apostaba a que si antes desde el exterior se había financiado al país en condiciones de menor dramatismo y planes que eran inconsistentes, ahora el acuerdo no podría negarse de ningún modo (La Nación, 15/1/2002). Así, se estimó que el país podría acceder a un jugoso financiamiento externo que, en un principio, se atisbaba en 30.000 millones de dólares (Lamberto, 2003; Amadeo, 2003). Con él, el gobierno podría fortalecer sus reservas, eliminar la incertidumbre cambiaria, mejorar las expectativas sobre las variables, detener el pánico financiero que las agitaba, lograr abrir líneas de crédito para facilitar con rapidez la exportación y habilitar la ayuda social de manera pronta. El gobierno tan sólo contaba con 14.000 millones de dólares en la reservas del Banco Central y durante 2002 vencerían 9500 millones con los organismos internacionales (compuestos por 6250 con el FMI, 1850 millones con el Banco Mundial y 1400 millones con el Banco Interamericano de Desarrollo [BID]), existiendo una situación similar para 2003. Por lo que, si como mínimo no se lograba la refinanciación de la deuda, el gobierno o bien perdería todas sus reservas con los pagos, o bien debería entrar en default con los organismos que representaban a los países centrales y al poder financiero mundial, generando la sensación de que el país quedaba “aislado del mundo” y más débil que nunca.


    Sin embargo, a pesar de las ilusiones iniciales, el cálculo básico fue categóricamente errado: ni el FMI ni el gobierno estadounidense estuvieron dispuestos a dejar que la Argentina se librara tan fácilmente de su situación y tampoco colaborarían con el país hasta que este no llorara sangre. La Argentina se convirtió de golpe en un caso testigo del nuevo paradigma y pasó de ser “el mejor alumno” al “peor ejemplo”.[3] Además, como el FMI estaba sujeto a muchas críticas por cómo había actuado en varias crisis previas, ya no podía permitirse un nuevo fracaso, por lo que a su gerencia no le resultaba nada atractivo comprometerse con un gobierno del cual no creía que pudiera salir airoso de su crisis o siquiera mantenerse (Novaro y otros, 2014). De allí que no le resultara conveniente perder prestigio una vez más por ayudar a un país que indefectiblemente caería. La nueva política del FMI, entonces, invirtió las lógicas previas: si antes el Fondo primero sellaba los acuerdos y después verificaba que estos se cumplieran, ahora el camino era al revés, se exigía que primero se cumplieran las medidas para luego sentarse a negociar un acuerdo (Labaqui, 2011).


    En una línea similar, la situación se volvió más compleja cuando el gobierno comenzó su puja con la Corte Suprema de Justicia (CSJN), y esta, como una forma de presión, al iniciar febrero dictó una sentencia contra la constitucionalidad de la restricción de los depósitos en el fallo “Smith”, lo que puso a todo el sistema en peligro: se dio la primera señal de que el corralito no sería ratificado por el Poder Judicial porque afectaba los derechos de propiedad.


    La incertidumbre comenzó a escalar durante ese mes, aunque no sólo por lo ocurrido con respecto a la Corte, sino además porque el gobierno decidió unificar el mercado cambiario tal como lo exigía el FMI para acordar. Con ello, el dólar no sólo subió más, sino que también fue el momento en el cual la inflación comenzó a hacerse presente. Los precios empezaron a ser remarcados, muchos comerciantes retuvieron mercadería porque no sabían a qué precio la repondrían, y el valor del dólar futuro se disparó. De golpe, el temor a la llegada de una hiperinflación cobró cuerpo, la paranoia se adueñó de todo, y desde distintos sectores promovieron dolarizar por completo la economía, para evitar un estallido. Carlos Menem, uno de los principales promotores de la dolarización desde hacía años, aprovechó la oportunidad para volver a proponerla y posicionarse políticamente –decía que la sociedad argentina “opta cotidianamente por la dolarización” y que, por lo tanto, “hay que respetar su voluntad” (Clarín, 4/2/2002)–.


    A la suba del dólar y de los precios, a la incertidumbre por el corralito y la inflación, en marzo se sumó que el gobierno tuvo que entrar también en un forcejeo sin fin con el Parlamento, base constitutiva de su propio poder, para que se modificaran las leyes de Quiebra y de Subversión Económica, ambos casos, en gran medida, como respuesta a otra demanda del FMI. Mientras tanto, el Banco Central sólo podía aminorar el ritmo del curso ascendente del dólar con ventas, lo que a su vez hacía bajar las reservas y dejaba a la economía más vulnerable para enfrentar una corrida, ya que los exportadores se negaban a liquidar sus divisas porque especulaban con que el tipo de cambio subiría todavía más. Por otra parte, y a pesar de todos los esfuerzos, el acuerdo con el FMI no terminaba de cerrarse. El gobierno ya había hecho grandes sacrificios, pero el organismo permanecía inflexible: se había unificado el mercado de cambios, se conformó un presupuesto estatal mínimo sin déficit, se forzó a las provincias a aceptar un acuerdo fiscal que no les garantizaba ningún piso mensual de transferencia, se dificultó el endeudamiento subnacional y se pagaron religiosamente todos los compromisos de deuda con el organismo, aun con los escasos recursos con los que contaba el país, a fin de no entrar en cesación de pagos (por lo que la Argentina había dejado de ser “receptor neto”, como fue durante los años noventa, para convertirse, increíblemente, en “pagador compulsivo”). Pese a esto, el FMI continuó agregando demandas y negándose a acordar. Todo parecía indicar que el gobierno había calculado bastante mal su escenario, en especial por el tipo de poder corporativo que no anticipó: en un inicio apostó por una relación de cooperación con la Corte y el FMI; sin embargo, ambos actores estaban dispuestos a presionarlo, a llevarlo hasta el límite e, incluso, a empujarlo al precipicio (Novaro y otros, 2014).


    La situación se había vuelto apocalíptica al comenzar abril: durante el primer trimestre la caída económica conllevó un rotundo 16% con respecto a igual período del año anterior, el dólar superó los tres pesos, la inflación se aceleró sin pausa y alcanzó por primera vez los dos dígitos mensuales, y el resultado fiscal se desplomó a un ritmo vertiginoso, a pesar de todo el esfuerzo que se hizo para que ello no ocurra (el déficit fue de 250 millones de pesos en enero, de 320 millones en febrero y de 1280 millones en marzo, lo que hacía pensar que había una rebelión fiscal de hecho y que habría que comenzar entonces a emitir moneda para compensarla). El goteo de salida de depósitos del corralito se acentuó, y esto hizo que volviera a acelerarse el incremento de los precios y del dólar, y a dejar exhaustos a los bancos. Se produjo a la par la primera suspensión bancaria, cuando el Scotiabank Quilmes acumuló un número elevadísimo de cheques que no pudieron pagarse por no contar con los fondos. Ante la desesperación, el ministro Remes Lenicov pidió al Congreso que aprobara un bono compulsivo para solucionar el corralito y ganar paz, a la par que viajó a Washington para implorar la ayuda del FMI, no ya por un paquete de 30.000 millones como pensó en un principio, sino por uno menor de 15.000 o 20.000 millones, pero fracasó en ambos casos (Remes Lenicov y otros, 2003; Amadeo, 2003). La advertencia del titular del FMI, Horst Köhler, fue categórica: “La Argentina deberá tomar una medicina amarga para salir de la crisis” (Clarín, 18/4/2002). Por lo que el ministro volvió de los Estados Unidos sin nada, sin siquiera una vana promesa de acuerdo. Sin un as bajo la manga, estaba con un programa que lucía agotado y frente a una situación que amenazaba con empeorar más. Tras el desgaste político y la falta de certezas, la gestión llegó a su fin. El mismo día que renunció Remes Lenicov, en forma paralela dejaron sus cargos el jefe de gabinete Jorge Capitanich, el ministro de la Producción De Mendiguren y el ministro del Interior Rodolfo Gabrielli, con lo que se fueron las cuatro espadas más importantes del gobierno, a la par que se decretó un feriado cambiario y bancario por tiempo indeterminado hasta que el panorama se aclarase. También el sector de la Confederación General del Trabajo (CGT) liderado por Hugo Moyano abandonó la Mesa de Diálogo, en protesta por la política económica, y anunció que realizaría movilizaciones contra el gobierno (Clarín, 26/4/2002). Duhalde, acorralado política y económicamente, también se encontró débil y sin la fuerza necesaria para definir o sostener algún camino de todos los posibles. Se reunió así con los gobernadores para poner a disposición de ellos su renuncia y que estos definieran el futuro del país. Como dijo un medio de prensa: “El tiempo se está terminando. A menos que Duhalde pueda hacer un progreso rápido y convincente, debería renunciar y llamar a elecciones” (Financial Times, 29/4/2002; la traducción nos pertenece).


    Roberto Lavagna y la estabilización económica (mayo–diciembre de 2002)


    La reunión de Duhalde con los gobernadores los últimos días de abril no desembocó en el final de su presidencia, acordándose no hacer ningún giro radical al trayecto establecido hasta entonces: no habría una nueva convertibilidad de tres pesos por dólar como se especuló, no habría dolarización, ni bonos compulsivos, ni tampoco una apuesta al populismo radical, como propusieron quienes pedían romper con el FMI, aumentar los salarios por decreto y estatizar algunos sectores económicos (como también quedaron descartados los controles de precios que pretendieron grupos sindicales). Por su parte, se acordó un programa de gobierno básico, firmado por gobernadores tanto del peronismo como del radicalismo, conocido como los “14 puntos”, el cual en esencia trataba sobre temas fiscales y el objetivo de conseguir un acuerdo con el FMI con vistas a no deteriorar aún más las relaciones con el exterior. Por último, entre los temas de negociación también se acordó la designación del nuevo ministro de Economía: Roberto Lavagna.


    La nueva gestión económica, tal como se señaló, continuó con las pautas básicas del camino ya iniciado por Remes Lenicov –en especial la idea de dejar que el dólar flotara, pero con intervenciones del Banco Central–, aunque también estableció algunos cambios al haber tomado nota de los límites contra los que chocó el anterior ministro. Por comenzar, Lavagna accedió al cargo cuando el grueso de las decisiones más difíciles ya se habían dispuesto, por lo que debería esperar sólo algún tiempo para recibir sus resultados. Además, la cobertura política de la cual brotó su designación le señaló algunas marcas para un sendero: sabía que no contaría con la conformidad del Congreso para establecer un bono compulsivo o replicar un esquema al estilo del plan Bonex de 1989, lo que hacía que la respuesta al corralito tuviera que ser, indefectiblemente, por el camino de los bonos optativos. En igual dirección, el acuerdo de los 14 puntos estableció el compromiso de modificar las leyes de Quiebras y de Subversión Económica, como también el conforme de una “ley tapón” que limitara los retiros bancarios habilitados por la justicia hasta que estos no tuvieran una sentencia firme. Con lo que, muchos de los problemas con los que Remes tuvo que lidiar ya tenían un aval político que los allanó antes de que Lavagna asumiera.


    En igual dirección, la nueva gestión introdujo seis novedades. La primera de ellas, reestructurar parte de la pesificación asimétrica dispuesta por Remes. En este caso, modificó el tipo de ajuste para las deudas y limitó la influencia del CER en ellas al crear un nuevo índice, el coeficiente de variación salarial (CVS), que se movería según los aumentos salariales promedio y que serviría para ajustar los créditos hipotecarios de vivienda única, los personales de hasta 12.000 dólares y los prendarios de hasta 30.000 (se fijó además una cláusula que establecía que las cuotas resultantes de los ajustes no podrían superar el 30% de los ingresos familiares y contemplaba también el caso de los alquileres). Es decir, se introdujo una forma de segmentar las deudas por monto y tipo que aliviaría sobre todo a los sectores asalariados y medios. En segundo lugar, se decidió poner fin a la política de redescuentos que el Banco Central les daba a las entidades financieras, porque se entendió que esto podría ser un factor inflacionario; además, se buscó que con esta medida los bancos –ante la falta de efectivo– se vieran obligados a hacer aportes de capital propios, en vez de seguir dependiendo de los fondos que pudieran obtener por parte del Estado (decisión que le causó su primer enfrentamiento con Mario Blejer, para quien muchos bancos caerían si no se los asistía). En tercer lugar, se dejó de forzar a las provincias a que tuvieran mayor disciplina fiscal, señalando que estas no eran responsables de la crisis, por lo que el ajuste en sus distritos no sería más un imperativo. En cuarto lugar, se dispuso la creación de “cuentas liberadas” en los bancos, con el fin de que con este tipo de cuentas el dinero pudiera entrar y salir sin ningún tipo de restricciones, como una forma para que el sistema bancario volviera a ganar fondos propios. Así, se liberaron las tasas para intentar que los plazos fijos pudieran crecer y volverse una fuente de inversión atractiva (también se dispuso la prohibición de otorgar nuevos préstamos en dólares, con excepción de aquellos destinados exclusivamente a exportar). En quinto lugar, se aumentaron los controles cambiarios: con ello, se acotaron los plazos de liquidación, se subió el monto mínimo y se pusieron topes a la tenencia de posiciones en divisas para financieras, bancos y casas de cambio, como también a las compras mensuales para empresas y particulares.


    Por último, el sexto punto en el cual Lavagna introdujo una modificación (quizás la principal) fue en su decisión de terminar con una de las principales fuentes de incertidumbre hasta entonces: el FMI. Según la nueva mirada, y por los aprendizajes de lo que había pasado con Remes, el Fondo sólo presionaba en línea con los reclamos de la banca extranjera, las empresas privatizadas y los acreedores en default, sin dar ayuda ni colaborar con el proceso de estabilización: las costosísimas medidas que se tomaban para conseguir un acuerdo terminaban siendo un freno más que un aliciente a la situación. Además, desde el nuevo equipo económico se suponía que era cuestión de tiempo para que la situación eventualmente mejorara –que la economía se reactivara, que las liquidaciones comenzaran a producirse y que subiera la recaudación–, por lo que la desesperación por salir del apuro no tendría que comprometer todo el programa económico y muchos menos con un organismo que se había empeñado en dificultar los acuerdos. Varias de las ideas que el FMI había propuesto para “solucionar” la situación iban por el camino del desastre o eran rayanas a la locura, por lo que no debía ser escuchado: en el FMI habían hablado de una “hiperinflación controlada” como mecanismo para licuar las deudas de los bancos; de la liberalización de todas las variables para que el mercado encontrara solo su nuevo punto de equilibrio; de un “real sinceramiento” del dólar, que no tuviera intervención de ningún tipo; y hasta incluso de vender territorios nacionales como una forma de pagar deuda (Amadeo, 2003; Duhalde, 2007; Lavagna, 2011). Para el nuevo ministro, entonces, el arreglo con el FMI no debería ser más una prioridad absoluta así como tampoco se pedirían, en consecuencia, nuevos fondos. En adelante, sólo se pediría acordar para diferir el pago de los vencimientos y recomponer las relaciones con el exterior.


    Por lo demás, al comenzar mayo se lanzó el primer tramo del plan masivo de ayuda social para Jefes y Jefas de Hogar, destinado a desocupados con hijos a su cargo. Este programa alcanzó a más de un millón de personas y fue pagado con bonos Lecop para evitar una emisión fiduciaria (al mes siguiente el mismo programa superó el 1.600.000 de beneficiarios, y continuó creciendo, aunque más lentamente hacia el futuro). Además, entre mayo y junio varios bancos anunciaron que se quedarían en el país –aun algunos de los que con más dureza habían amenazado con irse si no cambiaba la política económica–, por lo que comenzarían a recapitalizarse asistidos por sus casas matrices (los más destacados fueron el Francés, Río, HSBC y Sudameris, quienes darían una entrada de capital cercana a los 1000 millones de dólares) (Ámbito Financiero, 20/5/2002, 16/6/2002), ya que los costos de permanecer en el país, en comparación con los de salir, les aseguraban que el mercado argentino aún sería rentable en el futuro. Aunque también varios bancos anunciaron su retiro (como el Scotiabank y los franceses Suquía, Bisel y Bersa). Por su parte, la redefinición del gabinete de ministros de fin de abril intentó expresar un nuevo pacto social, que estrechó el lazo entre el gobierno y la CGT liderada por Rodolfo Daer, y permitió otorgar –en acuerdo con varias cámaras empresariales– un aumento salarial no remunerativo de cien pesos para el sector privado (que debería pagarse a partir de julio) y recomponer parcialmente los ingresos para los trabajadores formales (Merino, 2012). De igual modo, se dispuso también aumentar la jubilación mínima desde 150 a 200 pesos, lo que permitió que más de 600.000 jubilados tuvieran una mejora. La liberalización de tasas de interés, por su parte, junto con las nuevas cuentas bancarias libres, permitieron que el sistema ganara algo de fondos, aunque el resultado neto continuó siendo deficitario, mientras que la recaudación mostró el primer superávit en mayo –ya que los gastos permanecieron congelados, pero los ingresos subieron empujados por la inflación–, el cual también se mantuvo durante junio. No obstante, la suba del dólar prosiguió y la pérdida de reservas tocó niveles de alarma: sólo en mayo se perdieron 2000 millones para contener el dólar y por el pago de deuda a los organismos internacionales. Sin embargo, si el cuadro de situación al terminar el otoño era duro, todavía lo fue más cuando llegó el invierno.


    En este caso, la suba de la protesta social tuvo su punto más alto en la llamada “masacre de Avellaneda”; a la par, la batalla por la economía lucía perdida y el terreno social iba aún peor: el dólar había traspasado la barrera de los cuatro pesos, la pobreza ya superaba el 50% de la población y los diagnósticos más optimistas hablaban de una inflación superior al 100% para fin de año mientras que otros directamente pronosticaban una hiperinflación (Ámbito Financiero, 1/7/2002). Por lo que, para evitar desbordes sociales de mayor envergadura, al comenzar julio se anunció que se adelantarían las elecciones (Clarín, 3/7/2002). No obstante la crisis política y social de fines de junio, el final del derrumbe económico ya se estaba dando, puesto que los números comenzaron a mejorar mes tras mes: si la inflación mayorista de abril fue de 19,9% con respecto al mes anterior, en mayo fue de 12,3% y en julio, de 4,6% (la minorista tendría una tendencia más suave: fue de 10,4% en abril, 4% en mayo y para agosto 2,3%). Esto indicaba una clara desaceleración en la suba de los precios; el superávit fiscal empezó también a mostrarse sólido, y el producto dejó de caer en abril para sostenerse durante el segundo cuatrimestre (todo según datos del Ministerio de Economía). Tras la disparada por encima de los cuatro pesos, el dólar comenzó a descender, y se alertó que este no tenía muchas más fuerzas para subir por sí solo porque la política monetaria contractiva lo impedía. Así, ante el lento cambio de expectativas, los exportadores empezaron a liquidar, y el Banco Central cerró en julio, por primera vez en el año, con una posición compradora y ganó reservas. La venta de productos al exterior por el aliento cambiario no sólo implicó un superávit comercial externo más robusto, sino que la recaudación aumentó vía retenciones. De igual modo, las altas tasas de interés dispuestas desde mayo fueron una tentación que hicieron que muchos se desprendieran de sus posiciones en dólares para pasarse a pesos, puesto que los plazos fijos eran mucho más rentables que apostar por el dólar.


    En agosto y septiembre, las tendencias positivas fueron ratificadas en todos sus aspectos: con un superávit externo palpable y con las expectativas de que el dólar continuaría bajando, la venta de divisas por parte de privados aumentó, el Banco Central siguió recuperando reservas, y las tasas de interés, si bien continuaron altas, mostraron una tendencia a la baja (disminuyeron del 70% anual al 58%). En este sentido, las altas tasas de interés y que la mejor apuesta económica no fuera por el dólar, sino por obtener pesos, demostraba también que la moneda no estaba en tránsito de destruirse, tal como habían pronosticado algunos; por el contrario, existía un resurgimiento de la confianza en ella. Así, las autoridades pudieron lanzarse detrás de un programa monetario expansivo que permitiera lubricar el ritmo económico y que no generara tendencias inflacionarias como de forma errónea habían diagnosticado el FMI y la visión ortodoxa. Los números ya eran palpables: la inflación minorista de septiembre fue de 1,3% y en octubre bajó a menos de un dígito al marcar 0,2%, mientras que la mayorista en noviembre directamente fue negativa, por lo que en ambos casos el nivel de precios terminó por estabilizarse y desaparecer como problema económico, al menos para el mediano plazo (gráfico 1.1). Con todo esto, para el tercer trimestre del año la reactivación fue muy leve, pero para el siguiente ya se dejaba ver: esta primero se sintió en el complejo agroexportador, luego en ciertas industrias, el consumo, los servicios, la construcción y finalmente, en el nivel de empleo que durante la segunda mitad del año logró que bajara la desocupación, algo que no ocurría desde 1998. Al comenzar septiembre, se realizó un nuevo canje de bonos que fue mucho más exitoso que el anterior y que permitiría para fin de octubre comenzar la liberalización del corralón (con lo que el 67,5% de los ahorristas perjudicados por esta medida podría recuperar su dinero) y flexibilizar de igual modo el corralito (el retiro máximo mensual pasaría de 1200 pesos a 2000) (La Nación, 11/9/2002). Ya para octubre todos los fondos que salían del sistema financiero volvían a entrar a él de forma permanente –e incluso el sistema pudo comenzar a crecer–, ya sea por los plazos fijos o por la simple necesidad de utilizar a los bancos que implicaba una economía que se ponía en marcha. Además, la política de canje de depósitos, sumada a la fuerte pesificación del sistema, había logrado hacer caer la dolarización que sufrió el país durante la década previa (gráfico 1.2), y el dólar descendía a un ritmo de a 10 centavos por mes. Todo esto empezaba a señalar que el apocalipsis no sólo no estaba llegando como se pensó, sino que incluso podría no ocurrir nunca. La situación era cada vez más estable y, en algunos casos, presentaba signos positivos. De allí que la prensa, con la llegada de la primavera, hablara de un próspero “veranito económico” o, por lo menos, de que la posibilidad de que ocurra una hiperinflación estuviera cada vez más lejos.


    Sin embargo, aunque los avances en el terreno económico eran un aliciente para soñar con dejar atrás la crisis, los factores de poder sociopolítico no actuaron en igual sentido. Ya que si las protestas sociales y piqueteras forzaron a anticipar las elecciones y modificaron el ciclo político –proyectando también cambiar el rumbo económico–, el juego de las presiones socioeconómicas se fue reconfigurando de tres formas distintas. En primer lugar, varios de los aliados iniciales del gobierno habían pasado a las filas de la oposición, disconformes con el curso de acción tomado, como el caso de Moyano ya mencionado, así como el de los conglomerados económicos y empresariales nucleados en el “Grupo Productivo” (conformado en 1999 por la Unión Industrial Argentina, la Cámara Argentina de la Construcción y Confederaciones Rurales Argentinas), quienes tomaron cada vez más distancia de Duhalde una vez que conquistaron sus objetivos de devaluar y pesificar las deudas; también por la queja de las corporaciones agropecuarias, que entraron en conflicto por la implementación de las retenciones en marzo, y todavía más cuando De Mendiguren abandonó el gobierno en abril.


    En segundo lugar, están los casos en que la actitud osciló desde la fuerte presión y belicosidad inicial a un comportamiento cada vez más acomodaticio, en especial cuando el gobierno dejó atrás su peor etapa, y la incertidumbre y la debilidad política fueron disminuyendo. Una vez que el gobierno tomó las principales decisiones de política económica y que estas parecían no tener vuelta atrás (como la devaluación), o que fueran en un punto innegociables (como las retenciones, el default o la doble indemnización), muchos actores reconfiguraron sus estrategias con el fin de concentrar su presión en el gobierno que surgiera de las próximas elecciones o de obtener de Duhalde algunas compensaciones menores, pero sin reclamar ya por los objetivos de máxima iniciales. Este fue el caso de algunos bancos, petroleras y tenedores de bonos así como de algunos grupos con respecto a la protesta social, que había mermado con el adelantamiento electoral, cuando la economía dio visos de mejorar y los planes sociales se expandieron.


    


    Gráfico 1.1. Variación del índice de precios al consumidor (IPC) y mayorista (IPM) con respecto al mes anterior (12/2001–12/2003)
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    Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (Indec).


    


    Gráfico 1.2. Total de depósitos en el sistema en miles de millones (izquierda) y el porcentaje de depósitos en dólares sobre el total (derecha) (12/2001–6/2003)
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    Fuente: Elaboración propia a partir de datos del BCRA.


    Finalmente, en tercer lugar, se encuentran los casos de aquellos que contaron con la capacidad suficiente como para presionar al gobierno en forma continua y ponerlo en apuros, como las envestidas del poder corporativo (la CSJN y el FMI). En el caso de la Corte, esta siguió presionando con la amenaza de forzar una dolarización compulsiva, anular el proceso pesificador o levantar tanto el corralito como el corralón. La amenaza en varios momentos pareció concentrarse, pero fue en agosto cuando el máximo tribunal actuó, aunque de modo inesperado: la Corte dispuso que el recorte del 13% realizado en julio de 2001 por el gobierno de la Alianza contra sueldos y jubilaciones estatales –bajo la Ley de Déficit Cero– había sido inconstitucional y que el gobierno ahora debía reintegrarlo. Este hecho sacudió una vez más al gobierno, ya que mantener un presupuesto fiscalmente equilibrado era un requisito básico para no alimentar la inflación. Sin embargo, como la incipiente recuperación en curso estaba posibilitando un superávit fiscal cada vez más sólido, dicho fallo no desestabilizó por completo la economía. Además, aprovechando que el dictamen no especificó cómo debían reintegrarse los recortes indebidos ni desde cuándo se debería comenzar a pagar la totalidad de los sueldos, el gobierno usó la situación a su favor: dispuso que todo lo que hubiera sido descontado por la Ley de Déficit Cero sería saldado con un bono a diez años, mientras que los sueldos y jubilaciones íntegros se liquidarían desde enero de 2003.


    Con respecto al FMI, ocurrió otro tanto, aunque se modificó de manera severa la dinámica de la relación mantenida hasta entonces. En este caso, el Fondo continuó en una posición intransigente frente al gobierno argentino, sin darle ningún tipo de apoyo: cuando este último estuvo más débil a comienzos de julio, el FMI sólo atinó a exhortar a que se siguiera pagando con reservas y a que se atendieran los pedidos de los bancos (La Nación, 1/7/2002). Asimismo, ninguno de los países desarrollados buscó amortiguar los golpes de la situación, puesto que deseaban un castigo ejemplar para la Argentina por la ruptura de contratos que implicó la devaluación y el default. A esa altura, el país llevaba pagados más de 4000 millones de dólares sin tener ninguna compensación a cambio. Por lo cual, continuar por el camino tomado hasta entonces no tenía mucho más sentido para el gobierno. En octubre, momento en que vencían cerca de 800 millones con el Banco Mundial –que no podían ser postergados sin antes alcanzar algún tipo de acuerdo–, el FMI continuó con exigencias muy duras que iban en contra de todo el programa económico: se pedía un gran ajuste fiscal para 2003, subir las tarifas de servicios públicos, sacar todos los controles cambiarios e implementar un bono compulsivo para terminar con las restricciones bancarias. Así, el FMI obligó al país a enfrentar el dilema entre pagar con reservas –y debilitar al Banco Central justo cuando la recuperación por fin estaba ocurriendo– o entrar en default con los organismos internacionales. Frente a esta encrucijada, el gobierno decidió huir por el medio: no pagó el capital de dicho vencimiento (unos 730 millones de dólares), pero sí los intereses (80 millones), como una señal para continuar la negociación.


    Por este camino, la dupla Duhalde-Lavagna invirtió por completo los términos. Hasta entonces, el FMI no tenía incentivos para llegar a un acuerdo, sino tan sólo para demorarlo y exigir más y más a la Argentina, mientras que el gobierno había estado desde el comienzo en una situación sumamente débil, a la espera de una promesa de que un acuerdo sería posible y redentor. Sin embargo, como hacia fin de año el país se encontraba estable, con una economía en expansión y en una posición en la cual ya no pedía fondos frescos, sino sólo refinanciar los vencimientos futuros, la situación jugó a su favor: era ahora el FMI el que debía ceder y negociar, puesto que el default argentino dejaría a los organismos internacionales con la interrupción de los pagos de uno de sus principales deudores, lo que perjudicaría el balance financiero de dichos organismos. Así, hacia enero, cuando vencían 1700 millones con el FMI y el BID, fue nuestro país el que se mostró ahora inflexible y se negó a llegar a un acuerdo a cualquier precio: no se comprometería con los postulados más ortodoxos reclamados por el FMI y, si la gerencia no cedía, el país entonces no pagaría. Como advirtió el propio Duhalde un mes antes del vencimiento: “Esto de no pagar las deudas a nadie le gusta, pero hoy estamos en una encrucijada muy difícil para nuestra Patria: si no pagamos entramos en default y si pagamos nos quedamos sin reservas con los enormes riesgos que eso implica” (La Nación, 15/12/2002). Ante el cambio de posición del gobierno estadounidense y de los países europeos, una situación de fuerzas mejor para la Argentina y la amenaza cierta de que el país no pagaría, a mediados de enero de 2003 el acuerdo por fin se logró, y el gobierno sólo se comprometió a tener un superávit fiscal del 2,5% para 2003, sin ceder en su política económica, a cambio de postergar los vencimientos con los organismos internacionales hasta agosto de 2003.


    La transición política y la consolidación de los logros económicos (enero–mayo de 2003)


    Diciembre de 2002 cerró a toda orquesta. Los beneficiarios del plan Jefes y Jefas de Hogar superaron los dos millones, lo que significó ampliar la cobertura para los sectores más vulnerables. El gobierno levantó el corralito ese mes y firmó un acuerdo con las provincias por el cual estas no emitirían más cuasimonedas, ya que todas registraban superávit fiscal (luego se acordó que el Estado nacional se haría cargo de absorber las cuasimonedas y que las provincias las pagarían en cuotas descontadas de la coparticipación federal futura). Se anunció otro aumento no remunerativo para el sector privado, que se pagaría de forma escalonada durante el primer semestre de 2003, y otro para el segundo semestre; además los empleados estatales y los jubilados cobrarían a partir de enero en forma íntegra sus sueldos, sin el descuento del 13% y mientras el sistema de precios estaba totalmente estable sin problemas inflacionarios; la industria creció en el primer trimestre de 2003 un 18% en comparación al mismo trimestre del año anterior; el empleo mostró un alza, y el Estado tuvo una recaudación récord. Con ello, se cerraba un círculo virtuoso en el cual había estabilidad, dinamización del consumo, los primeros indicios de caída del desempleo, alto superávit fiscal externo y expansión económica (la aceleración de la recuperación sería cada vez más marcada: el PBI crecería un 5% durante el primer trimestre de 2003, un 8% el segundo, un 10% el tercero y un 12% el cuarto, promediando 2003 en 9%, mientras que la industria lo haría en un 16%).


    El dólar, que había cerrado en 2002 a 3,40 pesos, continuó en baja. Al comenzar 2003 los capitales externos afloraban al país atraídos por las tasas de interés locales que, aún en caída, resultaban altas en términos internacionales y también por la expectativa de que el dólar continuaría cayendo (por lo que capturaban primero una ganancia financiera y luego, al salir, una cambiaria). Este ingreso de capitales, el abultado saldo comercial externo de 2002 (que superó los 16.000 millones de dólares) y el fortalecimiento del peso obligaron incluso a que el gobierno flexibilizara los controles cambiarios, puesto que el Banco Central no daba abasto para absorber tantos dólares: aunque incorporara más y más reservas, la divisa continuaba bajando, lo cual podría poner en riesgo la competitividad lograda tras la devaluación (por lo que se subió el límite máximo de compra, se autorizó el pago anticipado de importaciones al 100% y se liberó el giro de regalías e intereses al exterior). También, como una forma de alentar la formación de empleo, se dispuso que los nuevos puestos creados en adelante no fueran alcanzados por la doble indemnización en caso de despido y fueran resguardados sólo por los mecanismos habituales.


    El verano 2002-2003 resultó sumamente próspero, ya que durante el verano anterior millones de personas no pudieron salir de vacaciones atrapadas en medio de la crisis y del corralito. Sin embargo, con la recuperación y la nueva relación de precios, que favorecía los viajes por el país, el turismo interno fue uno de los sectores que más creció. El cierre de ese verano fue aún mejor en marzo, cuando Lavagna anunció el final definitivo del corralón y la normalización total del sistema bancario. En este caso, se dispuso de tres segmentos de cuentas: hasta 42.000 pesos, que quedarían libres al instante; entre 42.000 y 100.000 que se devolverían en noventa días con un plazo fijo; y los mayores a 100.000 pesos, con un plazo fijo a ciento veinte días; en todos los casos, la pesificación a 1,40, junto con el pago del CER –este último a cargo los bancos– y un diferencial con respecto al valor del dólar libre (Clarín, 27/3/2003; Cobe, 2009). Al mismo tiempo, se redujeron los encajes bancarios para otorgarle mayor flexibilidad al sistema financiero y que estuviera acorde con las condiciones de crédito que demandaba una economía en expansión. Con ello, sumado al rescate definitivo de las cuasimonedas en mayo, la economía quedó totalmente normalizada en sus aspectos fundamentales: se había terminado con el corralito, con el corralón, se consiguió la unificación monetaria, se estabilizó el sistema de precios y el tipo de cambio, mientras que se lograban las condiciones para que la economía recobrara todo lo perdido tras la crisis.


    Por su parte, la recuperación cada vez más acelerada que comenzaba a vislumbrarse para 2003 pudo ponerse en marcha por el bajo uso de la capacidad productiva instalada en el país, la cual inicialmente permitió que la economía creciera muy deprisa sin necesidad de grandes inversiones, sino tan sólo utilizando los recursos ya existentes. Este hecho, consecuencia de la profundidad de la crisis, irónicamente, le daba a la recuperación ahora una proyección excepcional. Tras una recesión que había acumulado varios años y una depresión final durante 2001 especialmente terrible –con un nivel de desempleo intolerable–, la devaluación de comienzos de 2002 facilitó que el tipo de cambio nominal subiera un 340%, pero con una inflación anual acotada (la acumulada del año fue de 45%), lo que permitió capturar una diferencia cambiaria real impresionante (gráfico 1.3). Del mismo modo, si la larga recesión impidió finalmente que los precios subieran como se había esperado, el alto desempleo y los bajos salarios jugaron un rol similar que contribuyeron a que la economía creciera raudamente sin generar tensiones distributivas de peso. La ocupación entonces podría subir a muy buen ritmo desde 2003, el salario se recuperaría –con una dinámica más lenta– sin que el sistema de precios tuviera presiones inflacionarias al menos por algunos años (gráfico 1.4).[4] Todos estos elementos, sumados a la holgura fiscal que daba no pagar la deuda en default, le permitirían al país tener muy buenas perspectivas hacia el futuro, con un crecimiento económico “fácil” dentro de un nuevo esquema de desarrollo que tenía todo a su favor.


    


    Gráfico 1.3. Tipo de cambio real multilateral (1/2000–12/2007)
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    Fuente: BCRA.


    


    Gráfico 1.4. Tasa de desocupación con y sin plan Jefes y Jefas de Hogar (izquierda) y capacidad industrial en uso (derecha) (1/2001–12/2006)
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    Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Indec y del Ministerio de Economía.


    


    Gráfico 1.5. Índice de precios de la materias primas en pesos y en dólares (1/2000 - 12/2007)
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    Fuente: BCRA.


    No obstante, si las condiciones internas del país eran cada vez más alentadoras, no es posible soslayar el cambio de contexto que se producía en el exterior. En este caso, el tramo final de la década de 1990 había encontrado en muy malas condiciones a nuestro país con respecto a la situación económica internacional. Las tasas de interés habían sido muy altas, los precios de los productos de exportación argentinos habían tocado su peor nivel en años y los principales socios comerciales del país estaban con monedas devaluadas (Brasil desde enero de 1999 y la Unión Europea desde antes de lanzar el euro en 2000). Sin embargo, con el cambio de siglo, las condiciones fueron cada vez mejores para la Argentina: desde 2001 las tasas internacionales comenzaron a bajar, el euro se apreció con respecto al dólar en junio de 2002, y también Brasil fortaleció su moneda desde el último trimestre de ese año, cuando la paranoia del triunfo electoral de Luiz Inácio Lula da Silva se calmó. Lo que permitió en todos los casos brindarle al país excelentes condiciones de competitividad. A su vez, y más importante aún, los precios de los productos primarios comenzaron a subir a toda velocidad desde el segundo semestre de 2002, cuando los planes bélicos de los Estados Unidos con respecto a la guerra en Irak cobraron cuerpo, las plazas tradicionales de inversión perdieron atractivo porque, como dijimos, había bajas tasas de interés internacionales (lo que alimentó la especulación en los mercados de commodities) y también cobró más peso el fuerte ascenso económico que estaba teniendo China. Por lo que, si el índice de precios para las materias primas casi se triplicaría medido en dólares hacia el futuro, en pesos este llegaría a multiplicarse por ocho (gráfico 1.5). En consecuencia, si tanto en términos relativos, cambiarios y competitivos, las condiciones internacionales le abrían a la Argentina uno de los mejores contextos de su historia, ello le permitiría al país consolidar su plataforma de recuperación y despegue económico como quizás nunca antes. Además, la estruendosa caída de las importaciones que ocasionó la devaluación inicialmente, sumada al importante proceso de expansión económica, indicaría también un relevante cambio de patrón de composición cuando estas poco a poco se recuperaran: las importaciones ya no serían tanto bienes de consumo, como había sido en los noventa, sino sobre todo materias primas, bienes de capital, insumos intermedios y maquinaria, señal del inicio de un nuevo proceso de sustitución de importaciones y de crecimiento industrial.


    Conclusión. Crisis, colapso, y recuperación: de la convertibilidad a la edificación de nuevas pautas económicas


    A lo largo de este capítulo se ha buscado repasar cómo operó la economía durante el gobierno de transición encabezado por Duhalde, con el fin de señalar sus objetivos, dilemas y las principales medidas que se ejecutaron. Así, se señaló que el inicio de 2002 fue un momento en particular traumático en términos sociales, económicos y políticos, en el cual la salida de la convertibilidad se efectuó en un mar de problemas y conflictos. Sin embargo, una vez transitado un breve período durante el que se pudo primero amortiguar lo peor de la caída económica, luego estabilizar las principales variables y, por último, comenzar a crecer, el interregno duhaldista cerró de un modo inesperadamente exitoso, lo que no sería nada menor, puesto que las bases de la pujante recuperación económica serían fértilmente aprovechadas luego por el gobierno de Néstor Kirchner, y representarían un elemento fundamental de su dispositivo de poder político.


    Pero los logros económicos que pudieron haberse logrado durante el período de Duhalde tampoco deben exagerarse: los costos que debió asumir el Estado para compensar a los diferentes sectores luego de la crisis de 2001 no fueron una herencia menor a la hora de considerar lo que implicó “salir del infierno”. En términos de deuda y de transferencias sectoriales, según las distintas estimaciones, terminaron por ubicarse entre los 15.000 millones y los 29.000 millones de dólares, ligadas en parte a una fenomenal trasferencia de ingresos desde los pequeños y medianos ahorristas hacia los grandes deudores del sistema financiero y que eran en su totalidad grupos económicos concentrados (Allani, 2013). Además, fue todavía más grave que, en el corto plazo, el programa económico duhaldista implicara costos sociales, distributivos, salariales y laborales altísimos, más todavía si se los considera del alto valor del que partieron: los trabajadores, los desocupados y los sectores medios fueron entonces los que asumieron los costos más pesados de salir de la crisis. Por lo que, si bien sobre el cierre del período la estrategia económica adoptada comenzó a revertir las tendencias negativas, el balance final de la gestión obliga a considerar tanto las luces como las sombras que dejó a su paso y que representan un amplio mar de claroscuros y contradicciones difíciles de ponderar.
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        [2] El duhaldismo había contado desde hacía años con el apoyo de varios grupos económicos que sirvieron inicialmente de apoyo a su proyecto político. El caso más patente fue la designación, por parte de Duhalde, de José de Mendiguren como nuevo ministro de la Producción y que era, en ese momento, presidente de la Unión Industrial Argentina. Véanse, al respecto, Gaggero y Wainer (2004), Castellani y Schorr (2004), Zícari (2016a, 2016b).

      


      
        [3] Como señaló Claudio Loser, economista jefe del FMI durante parte de la crisis: “El cambio de timonel fue muy evidente. Argentina comenzó a recibir un tratamiento completamente distinto del que habían recibido todos los otros países hasta entonces. […] Se decide que el país debía pagar por lo que había hecho y punto […], creían que el país tenía que pagar con sangre” (Tenembaum, 2004: 250-253).

      


      
        [4] En este caso, es fácil advertir que las causas estructurales de la inflación típicas de la Argentina estuvieron inhibidas durante los primeros años de la recuperación: el déficit fiscal, la puja distributiva, las tarifas públicas, el ahogo externo u otras presiones sectoriales.

      

    

  

OEBPS/Images/116958.png
® B

E

0

65

9021quapip

90 orunf.

50 a5quapip

g0 orunf

yo21quapip

0 onumf

g0 21qwapip

0 odew

0 ofew

10 okeur

. Capacidad instalada en uso

— =~ Desempleo con plan Jy]

Desempleo sin plan Jy]





OEBPS/Images/116966.png
300
250
200
150
100

50

L0 okew

90 a1quiondas

90 019U

G0 okvm

0 21quiandas

o omua

0 ofeur

20 21quandas

20 0su5

10 0w

00 21quandas

00 0sou5





OEBPS/Images/114666.png





OEBPS/Images/116975.png
somae

50 0121021

Z021quapp

z021qmo0

o owose

Zoomn(

20 mae

20 0121021

1021quapp

Total de depésitos
- Depésitos en délares sobre el total






OEBPS/Images/116984.png
A g0 21qm30

A | oomose

A g0 orunf.

€0 1uqe

§0012193}

% aquanp

30 21qm0

Zoowose

g0 ot

zomqe

30012199

10 21quiatxp.






OEBPS/Images/cover_fmt.png
LOS ANOS DEL
KIRCHNERISMO

la disputa hegemonica tras la crisis
del orden neoliberal

alfredo pucciarelli

ana castellani
coordinadores

K] sigloveintivno
edtores





OEBPS/Images/116950.png
Lookeu

90 21quandas

900>

o odem

#0 2:quiandas

o 0toun

g0 0kem

20 21quiandas

20 01908

10 ofeu

00 21quiandas

00 01012

Precios en délares

Precios en pesos





